El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
CONFLICTO DE COMPETENCIA / ARTÍCULOS 121 Y 90 DEL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO / CÓMPUTO DEL TÉRMINO PARA DICTAR SENTENCIA EN CASO DE RECHAZO DE LA DEMANDA DENTRO DE LOS 30 DÍAS SIGUIENTES A SU PRESENTACIÓN Y POSTERIOR ADMISIÓN EN VIRTUD DE RECURSO INTERPUESTO CONTRA ESA DECISIÓN.
El artículo 121 del Código General del Proceso dice: 

“Salvo interrupción o suspensión del proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año para dictar sentencia de primera o única instancia, contado a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada…”
El ordenamiento procesal consagra además una condición especial para establecer otra fecha desde la cual debe contabilizarse el término a que se refiere la norma que se acaba de transcribir, concretamente el artículo 90 del código citado que regula lo concerniente a la admisión, inadmisión y rechazo de la demanda, que en el inciso 6º prevé: “En todo caso, dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha de presentación de la demanda, deberá notificarse al demandante o ejecutante el auto admisorio o el mandamiento de pago, según fuere el caso, o el auto que rechace la demanda. Si vencido dicho término no ha sido notificado el auto respectivo, el término señalado en el artículo 121 para efectos de la pérdida de competencia se computará desde el día siguiente a la fecha de presentación de la demanda”. (…)
… surge evidente que el Juzgado que primigeniamente conoció de la demanda, la rechazó dentro de los treinta días siguientes a su presentación, pues el auto respectivo se notificó por anotación en estado el 7 de diciembre de 2016 y en razón a que hechas las cuentas respectivas, aquel término vencía el 13 del mismo mes.

De esa manera las cosas, de acuerdo con el artículo 90 del Código General del Proceso y la doctrina traída a colación, el término de duración del proceso, en este caso concreto, debe contarse a partir de la fecha en que se perfeccione la notificación a todos los demandados, actuación que aún no termina, pues como ya se indicara, está pendiente la que corresponde hacer a las Empresas Públicas de Pereira.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA


Magistrada: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, agosto quince (15) de dos mil diecinueve (2019)

Expediente No. 66001-31-03-005-2016-00415-01
Decide de plano esta Sala el conflicto de competencia suscitado entre los Juzgados Cuarto y Quinto Civil del Circuito, ambos de Pereira, a propósito del conocimiento del proceso verbal de pertenencia instaurado por el señor José William Dávila Arias contra la sociedad  Familia Valencia y Cía. S. en C., representada legalmente por el señor Guillermo León Valencia Rojas; las acreedoras hipotecarias María Cristina Botero de Toro, Ángela María Botero Mejía, Edith Marina Botero de Mejía y Cecilia Mejía de Botero y las Empresas Públicas de Pereira y demás personas indeterminadas. 
A N T E C E D E N T E S 

1. La Jueza Cuarta Civil del Circuito de Pereira, quien venía conociendo del proceso, por auto del 23 de  mayo último, declaró la nulidad de lo actuado, con fundamento en el artículo 121 del Código General del Proceso, y ordenó la remisión del expediente al Juzgado Quinto de la misma especialidad. 
Para decidir así, señaló, que como la demanda no fue admitida dentro del lapso que consagra el artículo 90 de ese código, no era posible proferir sentencia, pues el término para hacerlo venció el 28 de octubre de 2017.
2. Por su parte, el estrado judicial receptor rehusó la atribución mediante proveído del 19 de julio de este año, al estimar, con fundamento en el inciso 6º del artículo 90 del código citado, que como el auto que rechazó la demanda fue notificado a la parte actora dentro de los treinta días siguientes a su presentación, “… la causal que invoca el Juzgado Cuarto Civil del Circuito no se ha configurado, pues los recursos y decisiones que se adopten posteriormente al rechazo son cuestiones que no están dentro de la norma…”. Así, planteó el conflicto de competencia. 

C O N S I D E R A C I O N E S

1. Esta Sala es competente para dirimir el conflicto negativo de competencia suscitado entre los Juzgados Cuarto y Quinto Civiles del Circuito de Pereira, de conformidad con el inciso 1º del artículo 139 del Código General del Proceso.

2. Des del caso determinar cuál de esos juzgados es el competente para tramitar el proceso de la referencia.

El primero considera que se dan los supuestos del artículo 121 del Código General del Proceso, pues no admitió la demanda dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que se presentó y por eso, el término para fallar venció el 28 de octubre de 2017.

El segundo explicó que la demanda fue repartida al Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad el 28 de octubre de 2016; por auto del 16 de noviembre del mismo año, la inadmitió y posteriormente, en proveído del 6 de diciembre siguiente la rechazó; contra esa decisión la parte demandante interpuso recurso de reposición, el que resuelto favorablemente, produjo que la demanda fuera admitida el 14 de diciembre del mismo año.

Así, estima que como el auto que rechazó la demanda se dictó dentro de los treinta días siguientes a su presentación, el término previsto en el artículo 121 del Código General del Proceso, debe computarse desde la última notificación a la parte accionada, cuya etapa, aún se encuentra en trámite.

3. Para definir la cuestión, es necesario comenzar por decir que el juez natural es aquel al que la Constitución o la ley le otorga facultad de conocer los diferentes asuntos para que los dirima, con lo que se garantiza el derecho al debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, según el cual “nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio” (resaltado ajeno al texto).
4. El artículo 121 del Código General del Proceso dice: 

“Salvo interrupción o suspensión del proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año para dictar sentencia de primera o única instancia, contado a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada… 

Vencido el respectivo término previsto en el inciso anterior sin haberse dictado la providencia correspondiente, el funcionario perderá automáticamente competencia para conocer del proceso… 

Excepcionalmente el juez o magistrado podrá prorrogar por una sola vez el término para resolver la instancia respectiva, hasta por seis (6) meses más, con explicación de la necesidad de hacerlo, mediante auto que no admite recurso. 

Será nula de pleno derecho la actuación posterior que realice el juez que haya perdido competencia para emitir la respectiva providencia…” 

El ordenamiento procesal consagra además una condición especial para establecer otra fecha desde la cual debe contabilizarse el término a que se refiere la norma que se acaba de transcribir, concretamente el artículo 90 del código citado que regula lo concerniente a la admisión, inadmisión y rechazo de la demanda, que en el inciso 6º prevé: “En todo caso, dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha de presentación de la demanda, deberá notificarse al demandante o ejecutante el auto admisorio o el mandamiento de pago, según fuere el caso, o el auto que rechace la demanda. Si vencido dicho término no ha sido notificado el auto respectivo, el término señalado en el artículo 121 para efectos de la pérdida de competencia se computará desde el día siguiente a la fecha de presentación de la demanda”.

En relación con el último precepto, el doctrinante Miguel Enrique Rojas Gómez, enseña:

“… A pesar de que la admisión o el rechazo de la demanda no es una actuación exigente ni dispendiosa, la ley concede al juez un término bastante holgado para ello teniendo en cuenta que en ocasiones debe ser inadmitida y corregida por el demandante antes de ser admitida o rechazada, pues de ser así la actuación incluye la notificación del auto que inadmite y el término de cinco días que la norma otorga al actor para subsanarla, todo lo cual debe ocurrir dentro de los treinta días siguientes a la presentación. De modo que aun en caso de ser inadmitida la demanda, la admisión o el rechazo debe producirse dentro de los treinta días siguientes a su presentación. Precisamente para asegurar que el juez pueda cumplir el término previsto, la ley hizo inimpugnable el eventual auto inadmisorio.

De expirar el término de treinta días sin que el juez haya admitido o rechazado la demanda, el plazo conferido por la ley para tramitar la primera o única instancia del proceso (art. 121) resulta disminuido, pues ya no se contará a partir de la integración del contradictorio, sino a partir de la presentación de la demanda…” 
 

5. En el presente caso, las etapas del proceso se desarrollaron así: 

5.1 La demanda fue presentada para el respectivo reparto el 28 de octubre de 2016
.

5.2 El Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, al que correspondió por reparto, la inadmitió el 16 de noviembre del citado año
.

5.3. Por auto del 6 de diciembre siguiente, la funcionaria de primera sede rechazó la demanda al considerar que no había sido subsanada íntegramente
.  
5.4 Frente a esa decisión, el apoderado de la parte actora interpuso recurso de reposición; en subsidio el de apelación
.
5.5 Mediante proveído del 14 de diciembre del pluricitado año, la jueza a quo decidió reponer la decisión y en su lugar admitió la demanda, e hizo los demás ordenamientos de ley
.
5.6 La Sociedad Familia Valencia y Cia S. en C., representada legalmente por el señor Guillermo León Valencia Rojas fue notificada de la demanda, de manera personal, el 13 de marzo de 2017
; las acreedoras hipotecarias María Cristina Botero de Toro, Ángela María Botero Mejía, Edith Marina Botero de Mejía y Cecilia Mejía de Botero, por aviso, el 14 de febrero de este año
 y el curador ad litem de las personas indeterminadas, el 5 de diciembre pasado
. La notificación personal de las Empresas Públicas de Pereira, no se ha surtido.
6. De ese recuento surge evidente que el Juzgado que primigeniamente conoció de la demanda, la rechazó dentro de los treinta días siguientes a su presentación, pues el auto respectivo se notificó por anotación en estado el 7 de diciembre de 2016 y en razón a que hechas las cuentas respectivas, aquel término vencía el 13 del mismo mes.

De esa manera las cosas, de acuerdo con el artículo 90 del Código General del Proceso y la doctrina traída a colación, el término de duración del proceso, en este caso concreto, debe contarse a partir de la fecha en que se perfeccione la notificación a todos los demandados, actuación que aún no termina, pues como ya se indicara, está pendiente la que corresponde hacer a las Empresas Públicas de Pereira.

A juicio de la Sala, así debe computarse el término de que se trata, pues ningún objeto tendría que el legislador hubiese incluido el rechazo de la demanda como parámetro para contabilizarlo, sino es porque resulta posible admitirla posteriormente, con motivo de un recurso contra aquella providencia, como sucedió en el caso bajo estudio.
Y eso es apenas lógico, pues si la demanda no es admitida y se queda en el rechazo, el escrito, sin más, se archiva. Entonces para qué hablar sobre la forma como debe contarse el término para dictar sentencia en primera instancia en caso de dictarse esa providencia?

7. Así las cosas, se dirimirá el conflicto atribuyendo la competencia para conocer de esta actuación al Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira. Al Juzgado Quinto, de la misma especialidad, se le informará el contenido de esta decisión.

Por lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, 

R E S U E L V E   :

1º Dirimir el conflicto de competencia suscitado, en el sentido de declarar que es el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el competente para asumir el conocimiento del proceso verbal de pertenencia instaurado por el señor José William Dávila Arias contra la sociedad Familia Valencia y Cia S. en C., representada legalmente por el señor Guillermo León Valencia Rojas; las acreedoras hipotecarias María Cristina Botero de Toro, Ángela María Botero Mejía, Edith Marina Botero de Mejía y Cecilia Mejía de Botero y las Empresas Públicas de Pereira, y demás personas indeterminadas. 

2º Infórmese de la decisión adoptada al Juzgado Segundo Civil del Circuito local.

Notifíquese y cúmplase,

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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